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1. ANTECEDENTES Y SITUACIONES PREVIAS

Para entender la situación actual por la que atraviesa el Perú en materia de
descentralización, nada mejor que echar una ligera ojeada sobre los antece-
dentes y la forma como los hechos se fueron sucediendo a través del tiempo.

Lo primero que hay que señalar es que el Perú, al igual que los demás
países de la América Latina, se forma, en realidad, a partir de los sucesos
ocurridos en el siglo XVI, cuando las coronas española, primero, y portugue-
sa, después, inauguran nuevas rutas oceánicas. Lo que tradicionalmente se
llamó y conoció como descubrimiento de América, pero que en realidad, tal
como se acostumbra decir en los últimos años, es de encuentro de dos
mundos. El mundo indígena, autóctono, en cierto sentido original y único
con sus peculiaridades, y el mundo occidental que lo representaba en grado
sumo, en aquel momento, España y Portugal, y sobre todo el primero.

* Profesor Ordinario (Catedrático) de la Pontificia Universidad Católica del Perú (Lima).
Fundador y Directivo del Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional. Profesor distin-
guido de la Universidad Externado de Colombia y de la Universidad Nacional Autónoma de
México. Miembro correspondiente de la Asociación Argentina de Derecho Constitucional. Au-
tor de muy numerosos libros y artículos.
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Desde entonces han pasado muchas cosas,y no siempre en la misma
dirección. Los avances colonizadores fueron muy distintos a los que se lle-
varon a cabo, sobre todo, en el Africa, durante el siglo XIX, y bastante ale-
jados de lo que fue la colonización inglesa en el norte de América. Mien-
tras que en el norte lo que hubo fue un traslado físico de una parte inglesa
a nuevas tierras americanas, con la técnica del saqueo y el arrasamiento de
todo lo original (que fue seguido por migrantes de otros países europeos),
en el sur, sobre todo la corona española, por encima de ciertos traslados,
se mezcló, adoptó y juntó con lo vernáculo en lo humano, lo espiritual, lo
cultural y lo religioso. De esta manera, lo que aparece en el mundo ibero-
americano a partir del siglo XVI, y hasta ahora, es algo totalmente distinto
a lo que había antes y bastante diferente de lo que fue el mundo hispáni-
co. La América ibérica (de habla castellana y portuguesa) es, pues, una
realidad diferente a lo que fueron los colonizadores o sus habitantes origi-
narios. Y ello explica muchas cosas, y también muchas virtualidades.

Lo cierto es que a partir del siglo XVI, las tierras descubiertas por Es-
paña —en la que por ahora nos detendremos— son divididas territorial-
mente y en forma muy gruesa en dos grandes espacios geográficos: el nor-
te que será el Virreinato de Nueva España en 1534 (México y los países
centroamericanos) y en el sur, el Virreinato del Perú en 1543, que cubría
toda la América del Sur. Más adelante, surgirán otras divisiones, en espe-
cial, las llamadas capitanías generales (Guatemala, Venezuela, Chile) que
se desenvolvían con cierta autonomía, pero que dependían de un virreina-
to. Y por fin, en el siglo XVIII, algunos desmenbramientos en el sur: el
Virreinato de Nueva Granada (1717) y el Virreinato del Río de la Plata
(1777). Esto es, en las postrimerías del dominio español, ya que el periodo
independendista, iniciado desde entonces, se afirmaría en el breve espacio
que va desde 1810 a 1824, fecha esta última en la cual todo el continente
quedará en forma independiente, con excepción de las islas de Cuba y
Puerto Rico. Y el Imperio del Brasil, que se hizo independiente en 1822,
para convertirse en república en 1889.

Pues bien, si nos situamos en el periodo virreinal que más nos intere-
sa, cabe destacar que como aspecto central, se tuvo una política centraliza-
dora, esto es, todo dependía de los Virreyes y en ultima instancia, de las
autoridades en la península. Pero curiosamente, las inmensas extensiones
que habían desde el norte hasta el sur, facilitaron la aparición de ciudades
de cierta importancia, que con el tiempo tuvieron vida propia en diversos
aspectos (Guatemala, Caracas, Quito, Santiago de Chile), dándose asi una
paradoja centralista en teoría, pero con un buen margen de autonomía en
la práctica. Esto es, las órdenes venidas desde España, se diluían conforme
atravesaban los vastos espacios en los cuales América estaba dividida. Y
de ahí la famosa frase de «se acata, pero no se cumple», basándose en el
hecho de que las directivas no se discutían, pero no se aplicaban por no
haber forma de hacerlo, o porque la realidad se resistía a ellas.
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Este fue, pues, el gran panorama que tienen nuestros países, al tiempo
de ser independizados.

2. EL DILEMA DE LA ÉPOCA

Ahora bien, el proceso independentista, que se inicia, por así decir-
lo, bastantes años antes, y del que es muestra evidente la Carta a los es-
pañoles americanos que escribe el jesuíta Juan Pablo Vizcardo y Guzmán
(1792) y que divulgará su amigo Francisco de Miranda, se concreta en
1810, como ya se dijo, y terminará años después.

Y en este proceso, al margen del fuego de artillería que se consumió
en aquel entonces, hubo también un marcado debate ideológico sobre los
nuevos estados que empezaban su aprendizaje independiente, casi sin nin-
guna experiencia, pues no habían tenido la experiencia del self government,
que sí lo tuvieron las colonias ingleses. Y los dos grandes debates fueron
los siguientes: si se eran repúblicas o monarquías independientes (como se
intentó en México y en el Perú, y con más éxito en Brasil) o si eran uni-
tarios o federales.

La gran influencia que pesó en aquellos tiempos fue, sin lugar a dudas,
la de los Estados Unidos de América, la primera nación moderna que apos-
tó por la República, y que además creó el federalismo como forma de
Estado, que tuvo muchos imitadores.

La República fue al final la que venció (Brasil dejó de ser Imperio en
1889 y se convirtió en República) y el federalismo tuvo mucho predi-
camento, pues se discutió en todas partes y fue adoptado por países con
grandes extensiones territoriales. Federales son hoy día México, Venezue-
la, Brasil y la Argentina. Y Colombia lo fue hasta 1886.

En los demás países, se adoptó la fórmula unitaria, pero en todos ellos
se ensayaron formas de descentralización, que han tenido diversas vicisitu-
des a través del tiempo.

3. LA CONFEDERACIÓN PERU-BOLIVIANA

En el caso del Perú hay que destacar un hecho que siendo externo,
afectará su vida independiente durante algunos años (1821-1841).

Como se sabe,el Virreinato del Perú estuvo siempre unido a lo que se
llamó la Audiencia de Charcas, más conocida como Alto Perú, y que es
prácticamente el territorio que ocupa la República de Bolivia. Pues bien,
el Alto Perú perteneció siempre, por razones históricas, al Bajo Perú, y a
él estuvo unido durante décadas por múltiples lazos. Sin embargo, con
motivo de la creación del Virreinato del Río de la Plata en 1777, la corona
española trasladó esa circunscripción altoperuana al recién creado virrei-
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nato, por una serie de razones que no es del caso analizar aquí, y entre
ellas, la cercanía que existía con la ciudad de Buenos Aires. Esto desde el
punto de vista legal. Sin embargo, cuando empezaron los problemas mili-
tares, con los estallidos populares contra la corona española (1810-1814) y
la formación del ejército libertador al mando del general José de San Mar-
tín, en la práctica, el virrey del Perú, José de Abascal, reincorporó el terri-
torio del Alto Perú a su jurisdicción, y ahí acantonó parte de sus tropas.

Tiempo más tarde, cuando el general San Martín proclama la indepen-
dencia del Perú (julio de 1821), la mitad del territorio seguía ocupado por
tropas españolas, y fue por eso que Simón Bolívar fue invitado a venir al
Perú para, precisamente, consumar la obra iniciada por San Martín (éste,
como se sabe, prefirió retirarse de la contienda y partió fuera del Perú).
En este estado de cosas, la audiencia de Charcas estaba en una situación
incómoda, pues de facto estaba unida al Perú, pero de jure tenía una situa-
ción incierta, cercana, si se quiere, a las Provincias Unidas del Río de la
Plata (lo que sería, en gran parte, la Argentina actual).

Asi, surgieron al interior de la sociedad altoperuana tres tendencias
muy definidas: la primera, buscaba su anexión al Perú, la segunda su ane-
xión a las Provincias Unidas del Río de la Plata (lo que sería luego la
Argentina) y la tercera, que buscaba ser un país independiente. Esta última
expectativa es la que cultivó más el general Sucre, lugarteniente de Bolí-
var en el alto Perú, y por eso apoyó decididamente la creación de una
nueva república, que llamó Bolivia, en homenaje al Libertador (agosto de
1825). En la correspondencia de Bolívar no está claro, que fuese éste el de
la idea ni menos aún que la propiciase, pero en todo caso, la aceptó como
un hecho consumado.

La creación de un nuevo país andino, iba a crear problemas, más aun
cuando habían vínculos muy fuertes con el bajo Perú, o Perú a secas, como
era el nombre de la nueva república. De hecho, hay una relación muy ín-
tima en esos días, que propicia, con el tiempo, la reunificación de ambas
partes en un solo país.

Fruto de esos esfuerzos fue la creación de la Confederación Perú-boli-
viana, compuesta por tres repúblicas: el Estado Nor Peruano, el Estado Sur
Peruano y el Estado de Bolivia, todos bajo el mando de Andrés de Santa
Cruz. Se trataba, pese a su nombre, de una federación en sentido moderno,
pues tenían muchas cosas en común y una sola cara frente al exterior.
Lamentablemente, por la forma como se hicieron las cosas, y más aun, por
presidir la confederación un distinguido militar que era boliviano de naci-
miento, provocó muchos resentimientos y acciones bélicas, que dieron al
traste la novísima confederación, que duró, en rigor, de 1836 a 1839. Hubo
algunos intentos de revivirlas, pero esto terminó definitivamente en 1841.
A partir de esta fecha, el Perú y Bolivia, como países independientes, se-
guirán, cada uno, su propio camino.
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4. LA FEDERACIÓN DE LOS ANDES

Otro aspecto importante, no tanto por sus alcances, sino por lo que
proyectó, es la Federación de los Andes que Bolívar ideó para unir a todos
los pueblos liberados de España. Con tal objetivo, dio dos pasos importan-
tes: el primero fue preparar un proyecto de Constitución, que sería aproba-
do en los nuevos países (de hecho, sólo la aprobaron Bolivia y el Perú en
1826, aun cuando también intentó hacerlo en la Gran Colombia). Y en se-
gundo lugar, el Congreso Anfictiónico que convocó en Panamá con el mis-
mo objeto. Ambos esfuerzos no llegaron a nada, no sólo porque detrás
estaban los designios de Bolívar —que tenía resistencias incluso en su pro-
pia patria—, sino porque adicionalmente las circunstancias no estaban da-
das para ese gran paso integrador. Bolívar, con todo, ha quedado como un
visionario en este tema trascendental, y su ideario ha sido retomado en los
últimos años, sobre todo, en los diversos proyectos de integración existen-
tes (países centroamericanos, Comunidad Andina, MERCOSUR).

5. EL SIGLO XIX

Veamos ahora cómo se desarrolla el Perú desde 1821, momento en que
declara su independencia. Y es que el Virreinato del Perú estaba dividi-
do, a ese momento, en siete (7) Intendencias, como unidades políticas. De
ellas, San Martín hizo la conversión a Departamentos, que fueron los si-
guientes: Arequipa, Ayacucho, Cusco, Junín, Lima, La Libertad y Puno.

Y lo hizo siguiendo el modelo francés. El Perú republicano nació, pues,
como país unitario, dividido en siete departamentos. A su vez, cada depar-
tamento se dividía en provincias y éstas en municipios. Y esta distribución
política es la que permanece hasta ahora, con la salvedad que han aumen-
tado en número (hoy en día son 24 los departamentos) y se ha añadido un
nuevo espacio político: la región (sobre lo que volveremos más adelante).

Las dos primeros constituciones que tuvo el Perú fueron las de 1823 y
la de 1826,ninguna de las cuales tuvo vigencia efectiva, por la guerra y los
desórdenes que hubo en las inicios. Sin embargo, la Constitución de 1823
previó la existencia de «Juntas Departamentales» que no llegaron a funcio-
nar. Fueron nominales, y más bien, fueron reiteradas en la Constitución de
1828, que es en realidad la primera constitución operativa que tiene el Perú
independiente.

La característica de estas Juntas Departamentales eran básicamente, las
siguientes:

a) constituían un eslabón entre el Estado y los municipios, y que co-
incidían con los departamentos existentes;
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b) eran elegidas por el voto popular;
c) apoyaban a las autoridades locales, y promovían los intereses del

departamento;
d) emitían opinión, obligatoria algunas veces y otras no, sobre aspec-

tos de desarrollo del respectivo departamento.

Fueron, pues, tanto en teoría como en la práctica, un experimento inte-
resante, que en cierto sentido, como ha señalado el historiador Basadre,
eran los gérmenes de futuros parlamentos regionales.

Estas juntas tuvieron un funcionamiento irregular; esto es, no fue cons-
tante ni lineal; fue efectiva de 1828 a 1834, y se repite en 1856 y 1867,
pero en forma recortada.

Más bien, lo que propicia el presidente Pardo en 1873, es lo que se
llamó «descentralización fiscal», reiterada en 1886, y que tuvo gran éxito,
y que daría nuevo nacimiento a las Juntas Departamentales, que se mantu-
vieron hasta 1919.

6. AVANCES Y RETROCESOS

El siglo XX va a representar un retroceso en comparación con el si-
glo XIX. Esto es, a despecho de las intenciones de los legisladores de en-
tonces y de los logros alcanzados, el siglo XX rindió un culto decorativo a
la descentralización, pero no hizo nada por fomentarla. Y esto es fácilmen-
te detectable.

En 1920 entró en vigencia una nueva Constitución, que propició un
régimen autoritario que regiría durante once años. La Constitución de ese
año, lo que hizo fue crear congresos regionales; que fueron el Congreso
Regional del Norte, del Centro y del Sur. Tenían capacidad para dictar le-
yes, sus miembros eran designados por elección popular, pero el problema
es que no tenían rentas y sus leyes tenían que pasar por el visto bueno del
Poder Ejecutivo nacional, que las podía vetar. Sesionaban 30 días al año.
Por otro lado, el régimen se fue afirmando poco a poco en forma autorita-
ria y las elecciones amañadas dieron origen a parlamentos regionales com-
placientes, que se reunían, con el sólo propósito de pronunciar discursos
de ocasión. Por eso, el periodista Solis dijo que para lo único que habían
servido los congresos regionales, era para descentralizar la oratoria parla-
mentaria.

Caído el régimen en 1930, se convocó a una constituyente que dio lu-
gar a la Constitución de 1933, la más larga del siglo. En ella, se hizo un
verdadero esfuerzo doctrinario y político para lograr una efectiva descen-
tralización, y así se diseñaron los Concejos Departamentales, sobre la base
de los departamentos existentes, con amplias facultades de todo tipo, cons-
tituyendo sus representantes, fruto de elección popular, actores de la acti-
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vidad del departamento en materia agrícola, minera, industrial, comercial,
educativa, etc. Fue un diseño interesante, pero que curiosamente nunca fue
puesto en práctica y a nadie le interesó hacerlo.

Este interesantísimo proyecto quedó aprobado en la Carta de 1933, y
la correspondiente ley de desarrollo se dio el mismo año. Pero los sucesi-
vos gobiernos que se instalaron en 1939, 1945, 1948, 1956, 1962, 1963 y
1968, algunos democráticos y otros simplemente de facto, jamás hicieron
nada para hacer efectivo este esquema descentralizador, que era, sin lugar
a dudas, de gran atracción.

Hay que mencionar en forma paralela, que durante todo este período
funcionaron, en forma muy limitada, los municipios, si bien durante un
largo periodo (1920-1963 y 1968-1980) sus miembros no fueron designa-
dos por el voto popular, sino por el poder político de turno.

7. LA CONSTITUCIÓN DE 1979 Y SU SECUELA

El gran quiebre institucional en el siglo XX lo representa, sin lugar a
dudas, la Constitución de 1979, ya que señala en forma clara un antes y
un después.

En el siglo XIX, la Constitución de 1828 es la que sienta las bases
institucionales de la República, y todas las que vendrán después, seguirán
sus huellas, en forma más o menos fiel o con ligeros cambios. Por eso a la
altura de la década de 1930, Villarán sostenía, y con razón, que la de 1828
podía ser considerada como la madre de todas nuestras constituciones. Esto
es exacto durante más de un siglo, pero ya no se aplica a la Constitución
de 1979, que inicia un segundo periodo de nuestra historia constitucional,
si bien básicamente en lo formal, que a su vez provoca conductas y segui-
mientos. ¿Y por qué es asi?

Lo es por varias razones, que vamos a esquematizar. La primera, es que
luego de la segunda posguerra, sucedieron muchas cosas, que influyeron
decisivamente en la configuración de nuevos estados, sobre todo en Europa
y que conllevan a la sanción de nuevas constituciones. Lo segundo, es que
por la misma época, pero más bien sobre la década de los sesenta, se inicia
un amplio movimiento de respeto de los derechos humanos, que dura hasta
ahora. Y finalmente, porque el Perú había madurado mucho políticamente,
había aumentado su población urbana y empezado un lento movimiento de
industrialización, con todos sus efectos y consecuencias. Era obvio, pues,
que lo que debía hacerse en ese momento, era muy diferente a lo que se hizo
en décadas anteriores, y eso explica porque la Constitución de 1979, rompió
esquemas en relación con nuestro pasado constitucional.

En lo que aquí nos interesa, cabe señalar que el tema de la descentra-
lización lo abordó desde dos ángulos: por un lado, reafirmó el municipio
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democrático que venía desde atrás, y al cual doto de gran cantidad de com-
petencias, y en la que había una larga experiencia. Y por otro, creó las
regiones, como unidades geoeconómicas, con competencias amplias, pero
no muy definidas. Aun más, no señaló cuáles eran, ni precisó todas sus
competencias, y adicionalmente creó una Asamblea Regional al frente de
cada región que tenía una composición parlamentaria (ella elegía al Presi-
dente de la región), a contrapelo del gobierno nacional, que era francamen-
te presidencial.

Dicho en otras palabras: la Constitución de 1979 acertó al diseñar el
municipio democrático, pero no diseñó un modelo regional, sino que lo
dejó a la decisión del legislador futuro, estableciendo plazos para hacer un
Plan Nacional de Regionalización y desarrollos posteriores, que haría muy
largo el camino de su instalación.

Ahora bien ¿por qué se hizo esto? ¿por qué no se optó por algo más
concreto y preciso como aparece en la Constitución de 1933? ¿por qué se
dejó casi en el aire un modelo y se remitió a la legislación su posterior
desarrollo? Es difícil explicar esto,pero podría ser por tres razones; a)falta
de acuerdo entre los constituyentes, porque ningún grupo parlamentario
tenía mayoría, b)falta de tiempo, pues la asamblea constituyente de ese año
soportó demasiadas presiones que nada tenían que ver con el debate cons-
titucional, y c)porque quizá los constituyentes no tenían nada definido so-
bre las regiones, y prefirieron dilatar el problema hacia el futuro, sentando
sólo sus lineamientos generales.

La imprecisión del modelo fue la causa, precisamente, de su fracaso.
Demoró mucho tiempo que el legislador adoptase como criterio cuáles eran
las verdaderas competencias de las asambleas regionales, cómo se integra-
ban y sobre todo, cuales eran sus límites y con que rentas contaban. Al
final, se pensó que el país no podía tener más de doce (12) regiones, pero
esto también fue problematizado. Y este proceso tomó tiempo, durante el
cual las asambleas constituidas propiciaron más caos que obra efectiva, y
en donde ni siquiera el mapa regional llegó a completarse, pues se instala-
ron once (11) regiones, quedando pendientes de resolver el problema del
departamento de Lima, Lima como ciudad capital y al puerto del Callao,
de gravitante importancia, pues es el primer puerto del país. Y esto acabó
frustrándose con el golpe de Estado de 5 de abril de 1992, que con auda-
cia perpetró Fujimori, que al poco tiempo las disolvió.

Fujimori había llegado al poder en 1990, en elecciones limpias indis-
cutibles, pero decidió convertirse en un gobernante de facto en 1992. Más
tarde, con el consenso general y por presión de la OEA, convocó a un
congreso constituyente, precisamente para legitimar su gestión. A la lar-
ga, todo esto no fue más que un pretexto, pues Fujimori, en el fondo, pre-
tendía eternizarse en el poder. Asi se mantuvo en 1995 y ganó las elec-
ciones nuevamente en julio de 2000, en forma por demás discutida. Y
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finalmente, abrumado por la critica y la crisis, renunció en noviembre de
ese año.

A poco de instalarse como gobernante de facto, y por presiones exter-
nas, Fujimori convocó a un Congreso Constituyente Democrático, que fi-
nalmente sancionó la Constitución de 1993, actualmente vigente, con algu-
nas modificaciones. Ella fue discutida durante algunos meses, y consistió,
sobre todo, en una puesta a punto de la Constitución de 1979, a la que
adelgazó en sus grandes tramos, entre ellos, a)lo relacionado con los dere-
chos humanos, b) con los poderes del Estado, así como ciertas institucio-
nes, estableciendo una Cámara única, y c)eliminando totalmente cualquier
propósito descentralizante.

Es cierto que la Constitución de 1993 mantuvo los municipios, que
fueron un baluarte democrático de oposición al fujimorismo. Y también
consagró las regiones, pero lo hizo en el papel, sin autoridades, sin com-
petencias, sin órganos de dirección y sin recursos. Estuvieron pintadas en
la pared, pues no sirvieron para nada y jamás se instalaron. Más bien, a
través del Ministerio de la Presidencia, se inició un lento pero eficaz pro-
ceso de centralización del país, a tal extremo que a los pocos meses todo
dependía del poder Ejecutivo. Se llegó de esta manera a un hiper-centralis-
mo, en dimensiones que jamás antes existieron. Fue, pues, un retroceso
notable.

Fujimori, tan pronto se descubren sus vínculos con la corrupción y con
la endeble situación de Montesinos, decide viajar al Oriente en una gira
política, y aprovecha para renunciar a la presidencia de la Republica en
noviembre de 2000, renuncia que remite por fax. De inmediato, se dirige
al Japón en donde reclama la nacionalidad de sus padres, que estos habían
inscrito en el «koseki», y desde entonces ha contado con la complicidad
del gobierno japonés, en parte, según se dice, pues dicho gobierno se fa-
voreció de las corruptelas de Fujimori.

8. LA TRANSICIÓN DEMOCRÁTICA Y LO QUE VIENE DESPUÉS

Con la caída de Fujimori, la presidencia transitoria de Valentín Pania-
gua, y la posterior elección de Alejandro Toledo a la presidencia de la
República por el período 2001-2006, debió haberse cambiado la Constitu-
ción y hacer otras cosas más. Lamentablemente, Toledo mostraba dema-
siado respeto hacia los logros de Fujimori —al que aparentemente había
combatido— y de hecho su entorno estaba integrado en gran parte por
fujimoristas reencauchados o que regresaban de su camino de Damasco.
Eso explica, pues, que nada se hiciera al respecto.

Sin embargo, uno de los temas de la campaña electoral esgrimido por
Toledo, había sido hacer efectiva la descentralización a través de las regio-
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nes, que enfáticamente ofreció a los pueblos. Y que estos muy pronto, se
lo hicieron recordar, exigiendo el cumplimiento de esa promesa.

Así, con fecha 6 de marzo de 2002, se sancionó la Ley 27680 que
modificó el título sobre la descentralización de la Constitución vigente de
1993, modificándolo sustancialmente, e introduciendo, esta vez, un mode-
lo regional más definido (esta modificación, por ser poco conocida, se in-
serta como anexo). En síntesis, esta modificación constitucional ha afinado
el modelo municipal, restaurando algunas de las facultades que la dictadu-
ra de Fujimori había cercenado, y precisando las regiones, que antes exis-
tían sólo en el papel.

La modalidad adoptada es la siguiente: sobre los 24 departamentos que
existen actualmente en el país, se constituye una región, y sobre el puerto
del Callao, una población muy activa con 800,000 de habitantes, otra re-
gión, con lo cual suman un total de 25 regiones en todo el país.

El inconveniente es que no se ha hecho un diseño regional en forma
científica, por afinidades geoeconómicas, como es lo recomendable, sino
que se ha partido de los departamentos, que tienen una configuración
desigual, sin mayor consistencia, pero que han creado con los años una
especie de espíritu departamentalista que ayuda a su subsistencia. En tal
sentido, fue mucho mejor el intento de la década de 1980 de crear doce
regiones, pues fueron hechas tras estudios geográficos, políticos y eco-
nómicos. Pero el problema es que eso significaba alterar circunscripcio-
nes políticas, algunas de las cuales tenían más de cien años de estableci-
das, y eso podía originar problemas, y conflictos de intereses, como era
natural.

En tal sentido, la idea de la reforma de 2002 ha sido sensata. Crear 25
regiones, que se asientan sobre las unidades políticas existentes (24 depar-
tamentos y la provincia del Callao, el primer puerto del país) con la idea
de que en el futuro puedan fusionarse entre ellas y reducirse en número,
pero en el entendido que será de manera consensuada y paulatina, a fin de
no violentar tradiciones políticas arraigadas en ciertas poblaciones. Esto es,
una solución no científica, pero práctica y operativa.

Las regiones tienen un órgano que es el Consejo Regional, que es el
ejecutivo de la región, que tiene un Presidente y consejeros elegidos por
lista en elección popular. Tiene amplias competencias, algunas en exclusi-
va y otras en coordinación con los gobiernos locales (esto es, los muni-
cipios).

Sus competencias, en sentido genérico, son asi: el presidente del Con-
sejo Regional es el ejecutivo, y el Consejo Regional, es su cuerpo norma-
tivo. Su periodo es de cuatro años, y se instalaron a fines de 2002.

Aparte de lo anterior, existe el Consejo de Coordinación Regional, que
está compuesto por los alcaldes y por representantes de la sociedad civil,
elegidos directamente y por un periodo igual de cuatro años.
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Con posterioridad a la normativa constitucional cambiada en el sentido
antes expuesto, se ha aprobado la ley de elecciones regionales (marzo de
2002), y diversa legislación complementaria.

En el momento actual, están ya instalados 25 gobiernos regionales, y
han empezado a funcionar normalmente en el país.

En cuanto a cómo operan, y que resultados tengan, es algo que todavía
no puede decirse, aun cuando los auspicios son favorables. Habrá que
esperar un tiempo para ver si el nuevo diseño y la manera como se ha
im-plementado es positivo, o si, por el contrario, necesita algunas refor-
mas. En todo caso, el primer problema que han afrontado es el de falta
de fondos, que está creando cierto malestar y no sabemos como se re-
solverá.

9. BIBLIOGRAFÍA

Los principales debates doctrinales pueden verse, fundamentalmente, en las
obras siguientes: JOSÉ CARLOS MARIÁTEGUI, Siete ensayos de interpretación de la
realidad peruana, Lima, 1928; VÍCTOR ANDRÉS BELAUNDE, La realidad nacional,
París, 1931; JORGE BASADRE, Perú, problema y posibilidad, Lima, 1931; EMILIO

ROMERO, El descentralismo, Lima, 1931 (todos ellos con varias ediciones; se se-
ñala sólo la fecha de la primera edición).

Bibliografía específica

AMAT Y LEÓN, CARLOS, y BUSTAMANTE BELAUNDE, LUIS (coordinadores), Lectu-
ras sobre descentralización, Univ. del Pacífico, Lima, 1981.

BERNALES, ENRIQUE, La Constitución de 1993, Edit. Rao, Lima, 1999.
CARAVEDO, BALTASAR, El problema del descentralismo, Univ. del Pacífico,

Lima, 1983.
DELGADO SILVA, ÁNGEL, Descentralización y Constitución, Seglusa, Lima, 1994.
FERNÁNDEZ VALDIVIESO, JOFFRÉ, Perú: ¿república descentralista?, C. Gil editor,

Lima, 2003.
GAMARRA, MANUEL JESÚS, El gobierno departamental, Imp. de la Guardia Civil,

Lima, 1934.
PLANAS, PEDRO, La descentralización en el Perú republicano, Edic. de la Munici-

palidad de Lima, Lima, 1998.
TAMAYO HERRERA, JOSÉ, Regionalización e identidad nacional, CEPAR, Lima,

1988.
ZAS FRIZ-BURGA, JOHNNY, La descentralización ficticia (Perú 1821-1998), Univ.

del Pacífico, Lima, 1998.



748

LA DESCENTRALIZACIÓN EN EL PERÚ ACTUAL DOMINGO GARCÍA BELAUNDE

Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional
ISSN 1138-4824, núm. 9, Madrid (2005), págs. 737-751

TEXTO DE LA LEY No 27.860, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL
EL PERUANO DE 7 DE MARZO DE 2002

«Artículo Único.—Objeto de la ley.

Modifícase el Capítulo XIV del Título IV de la Constitución Política del Perú, con
el texto siguiente:

TÍTULO IV

DE LA ESTRUCTURA DEL ESTADO

CAPÍTULO XIV

DE LA DESCENTRALIZACIÓN

Artículo 188o.—La descentralización es una forma de organización democrática y
constituye una política permanente de Estado, de carácter obligatorio, que tiene como
objetivo fundamental el desarrollo integral del país. El proceso de descentralización se
realiza por etapas, en forma progresiva y ordenada conforme a criterios que permitan
una adecuada asignación de competencias y transferencia de recursos del gobierno
nacional hacia los gobiernos regionales y locales.

Los Poderes del Estado y los Organismos Autónomos así como el Presupuesto de
la República se descentralizan de acuerdo a ley.

Artículo 189o.—El territorio de la República está integrado por regiones, departa-
mentos, provincias y distritos, en cuyas circunscripciones se constituye y organiza el
gobierno a nivel nacional, regional y local, en los términos que establece la Constitu-
ción y la ley, preservando la unidad e integridad del Estado y de la Nación.

El ámbito del nivel regional de gobierno son las regiones y departamentos. El
ámbito del nivel local de gobierno son las provincias, distritos y los centros poblados.

Artículo 190o.—Las regiones se crean sobre la base de áreas contiguas integradas
histórica, cultural, administrativa y económicamente, conformando unidades geoeconó-
micas sostenibles.

El proceso de regionalización se inicia eligiendo gobiernos en los actuales depar-
tamentos y la Provincia Constitucional del Callao. Estos gobiernos son gobiernos re-
gionales.

Mediante referéndum podrán integrarse dos o más circunscripciones departamen-
tales contiguas para constituir una región, conforme a ley. Igual procedimiento siguen
las provincias y distritos contiguos para cambiar de circunscripción regional.

La ley determina las competencias y facultades adicionales, así como incentivos
especiales, de las regiones así integradas.

Mientras dure el proceso de integración, dos o más gobiernos regionales podrán
crear mecanismos de coordinación entre sí. La ley determinará esos mecanismos.

Artículo 191o.—Los gobiernos regionales tienen autonomía política, económica y
administrativa en los asuntos de su competencia. Coordinan con las municipalidades
sin interferir sus funciones y atribuciones.



749

DOMINGO GARCÍA BELAUNDE LA DESCENTRALIZACIÓN EN EL PERÚ ACTUAL

Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional
ISSN 1138-4824, núm. 9, Madrid (2005), págs. 737-751

La estructura orgánica básica de estos gobiernos la conforman el Consejo Regio-
nal como órgano normativo y fiscalizador, el Presidente como órgano ejecutivo, y el
Consejo de Coordinación Regional integrado por los alcaldes provinciales y por repre-
sentantes de la sociedad civil, como órgano consultivo y de coordinación con las mu-
nicipalidades, con las funciones y atribuciones que les señala la ley.

El Consejo Regional tendrá un mínimo de siete (7) miembros y un máximo de
veinticinco (25), debiendo haber un mínimo de uno (1) por provincia y el resto, de
acuerdo a ley, siguiendo un criterio de población electoral.

El Presidente es elegido conjuntamente con un vice-presidente, por sufragio direc-
to por un período de cuatro (4) años, y puede ser reelegido. Los miembros del Conse-
jo Regional son elegidos en la misma forma y por igual período. El mandato de di-
chas autoridades es revocable e irrenunciable, conforme a ley.

La ley establece porcentajes mínimos para hacer accesible la representación de
género, comunidades nativas y pueblos originarios en los Consejos Regionales. Igual
tratamiento se aplica para los Concejos Municipales.

Artículo 192o.—Los gobiernos regionales promueven el desarrollo y la economía
regional, fomentan las inversiones, actividades y servicios públicos de su responsabili-
dad, en armonía con las políticas y planes nacionales y locales de desarrollo.

Son competentes para:

11. Aprobar su organización interna y su presupuesto.
12. Formular y aprobar el plan de desarrollo regional concertado con las munici-

palidades y la sociedad civil.
13. Administrar sus bienes y rentas.
14. Regular y otorgar las autorizaciones, licencias y derechos sobre los servicios

de su responsabilidad.
15. Promover el desarrollo socioeconómico regional y ejecutar los planes y pro-

gramas correspondientes.
16. Dictar las normas inherentes a la gestión regional.
17. Promover y regular actividades y/o servicios en materia de agricultura, pes-

quería, industria, agroindustria, comercio, turismo, energía, minería, vialidad,
comunicaciones, educación, salud y medio ambiente, conforme a ley.

18. Fomentar la competitividad, las inversiones y el financiamiento para la
ejecución de proyectos y obras de infraestructura de alcance e impacto re-
gional.

19. Presentar iniciativas legislativas en materias y asuntos de su competencia.
10. Ejercer las demás atribuciones inherentes a su función, conforme a ley.

Artículo 193o.—Son bienes y rentas de los gobiernos regionales:

1. Los bienes muebles e inmuebles de su propiedad.
2. Las transferencias específicas que les asigne la Ley Anual de Presupuesto.
3. Los tributos creados por ley a su favor.
4. Los derechos económicos que generen por las privatizaciones, concesiones y

servicios que otorguen, conforme a ley.
5. Los recursos asignados del Fondo de Compensación Regional, que tiene ca-

rácter redistributivo, conforme a ley.
6. Los recursos asignados por concepto de canon.
7. Los recursos provenientes de sus operaciones financieras, incluyendo aquellas

que realicen con el aval del Estado, conforme a ley.
8. Los demás que determine la ley.
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Artículo 194o.—Las municipalidades provinciales y distritales son los órganos de
gobierno local. Tienen autonomía política, económica y administrativa en los asuntos
de su competencia. Las municipalidades de los centros poblados son creadas confor-
me a ley.

La estructura orgánica del gobierno local la conforman el Concejo Municipal como
órgano normativo y fiscalizador y la Alcaldía como órgano ejecutivo, con las funcio-
nes y atribuciones que les señala la ley.

Los alcaldes y regidores son elegidos por sufragio directo, por un período de cua-
tro (4) años. Pueden ser reelegidos. Su mandato es revocable e irrenunciable, confor-
me a ley.

Artículo 195o.—Los gobiernos locales promueven el desarrollo y la economía lo-
cal, y la prestación de los servicios públicos de su responsabilidad, en armonía con
las políticas y planes nacionales y regionales de desarrollo.

Son competentes para:

11. Aprobar su organización interna y su presupuesto.
12. Aprobar el plan de desarrollo local concertado con la sociedad civil.
13. Administrar sus bienes y rentas.
14. Crear, modificar y suprimir contribuciones, tasas, arbitrios, licencias y dere-

chos municipales, conforme a ley.
15. Organizar, reglamentar y administrar los servicios públicos locales de su res-

ponsabilidad.
16. Planificar el desarrollo urbano y rural de sus circunscripciones, incluyendo

la zonificación, urbanismo y el acondicionamiento territorial.
17. Fomentar la competitividad, las inversiones y el financiamiento para la eje-

cución de proyectos y obras de infraestructura local.
18. Desarrollar y regular actividades y/o servicios en materia de educación, sa-

lud, vivienda, saneamiento, medio ambiente, sustentabilidad de los recursos
naturales, transporte colectivo, circulación y tránsito, turismo, conservación
de monumentos arqueológicos e históricos, cultura, recreación y deporte, con-
forme a ley.

19. Presentar iniciativas legislativas en materias y asuntos de su competencia.
10. Ejercer las demás atribuciones inherentes a su función, conforme a ley.

Artículo 196o.—Son bienes y rentas de las municipalidades:

1. Los bienes muebles e inmuebles de su propiedad.
2. Los tributos creados por ley a su favor.
3. Las contribuciones, tasas, arbitrios, licencias y derechos creados por Ordenan-

zas Municipales, conforme a ley.
4. Los derechos económicos que generen por las privatizaciones, concesiones y

servicios que otorguen, conforme a ley.
5. Los recursos asignados del Fondo de Compensación Municipal, que tiene ca-

rácter redistributivo, conforme a ley.
6. Las transferencias específicas que les asigne la Ley Anual de Presupuesto.
7. Los recursos asignados por concepto de canon.
8. Los recursos provenientes de sus operaciones financieras, incluyendo aquellas

que requieran el aval del Estado, conforme a ley.
9. Los demás que determine la ley.
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Artículo 197o.—Las municipalidades promueven, apoyan y reglamentan la partici-
pación vecinal en el desarrollo local. Asimismo brindan servicios de seguridad ciuda-
dana, con la cooperación de la Policía Nacional del Perú, conforme a ley.

Artículo 198o.—La Capital de la República no integra ninguna región. Tiene régi-
men especial en las leyes de descentralización y en la Ley Orgánica de Municipalida-
des. La Municipalidad Metropolitana de Lima ejerce sus competencias dentro del ám-
bito de la provincia de Lima.

Las municipalidades de frontera tienen, asimismo, régimen especial en la Ley Or-
gánica de Municipalidades.

Artículo 199o.—Los gobiernos regionales y locales son fiscalizados por sus pro-
pios órganos de fiscalización y por los organismos que tengan tal atribución por man-
dato constitucional o legal, y están sujetos al control y supervisión de la Contraloría
General de la República, la que organiza un sistema de control descentralizado y per-
manente. Los mencionados gobiernos formulan sus presupuestos con la participación
de la población y rinden cuenta de su ejecución, anualmente, bajo responsabilidad,
conforme a ley”.»
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Núm. 127 (Enero-Marzo 2005)

ESTUDIOS

GILBERT LAROCHELLE y MARC DEMERS: La fe de los sin voz o el resentimiento del Islam.
MANUEL PASTOR MARTÍNEZ: Alexander Hamilton. Los orígenes del nacionalismo

político contemporáneo.
MARTÍN NETTESHEIM: El sistema competencial en el Tratado de Constitución Europea.
MIGUEL REVENGA SÁNCHEZ y EMILIA GIRÓN REGUERA: La Corte Constitucional colom-

biana ante las medidas de seguridad y defensa nacional del Gobierno de Uribe.
BENITO ALÁEZ CORRAL: Nacionalidad y ciudadanía ante las exigencias del Estado Cons-

titucional democrático.
ENRIQUE SUÁREZ-IÑÍGUEZ: La verdadera democracia. Las características indispensables.

NOTAS

MIGUEL BELTRÁN DE FELIPE: El Derecho y la guerra civil española. La colectiviza-
ción del campo en La Mancha 1936-1939.

RAÚL TRUJILLO HERRERA: La política de asilo de la Unión Europea a la luz del actual
paradigma de seguridad.

ARGIMIRO ROJO SALGADO: La experiencia del Estado regional en Europa: un refe-
rente para el caso español.

C. A. LEMKE DUQUE: José Ortega y Gasset y el año olvidado de 1922: la «Biblio-
teca de Ideas del Siglo XX» y la «Revista de Occidente» frente a las revolucio-
nes científicas.

OCTAVIO SALAZAR BENÍTEZ: El Derecho a la identidad cultural como elemento esen-
cial de una ciudadanía compleja.

CARMELO JIMÉNEZ SEGADO: Carl Schmitt y el Derecho Internacional del Reich.

RECENSIONES
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Sumario del Año 25, núm. 73 (Enero-Abril 2005)

ESTUDIOS

CHRISTIAN JOERGES: ¿Qué tiene de social-demócrata la Constitución Económica
Europea.

EDUARDO VÍRGALA FORURIA: La coacción estatal del artículo 155 de la Constitu-
ción.

FERNANDO REY MARTÍNEZ: Homosexualidad y Constitución.
ANDRÉS BOIX PALOP: Las leyes de convalidación en el ordenamiento constitucional.

NOTAS

MARÍA JOSÉ TEROL BECERRA: Crónica político-constitucional del año 2004.
MARÍA VALVIDARES SUÁREZ: Breve aproximación a la Constitución de Chipre.
MIGUEL HERRERO Y RODRÍGUEZ DE MIÑÓN: La respuesta constitucional a la integra-

ción europea.
JUAN JOSÉ SOLOZÁBAL ECHAVARRÍA: Reflexiones constitucionales sobre la propuesta

de modificación estatutaria de Ibarretxe.

JURISPRUDENCIA

Actividad de Tribunal Constitucional: Relación de sentencias dictadas durante el
tercer cuatrimestre de 2004 (Departamento de Derecho Constitucional de la Uni-
versidad Carlos III de Madrid).

Doctrina del Tribunal Constitucional tercer cuatrimestre 2004.

ESTUDIOS CRÍTICOS

RICARDO ALONSO GARCÍA: Constitución española y Constitución europea: Guión para
una colisión virtual y otros matices sobre el principio de primacía.

JOSÉ M.a DE AREILZA CARVAJAL: La inserción de España en la nueva Unión Euro-
pea: La relación entre Constitución española y el Tratado Constitucional (Co-
mentario a la DTC 1/2004 de 13 de diciembre de 2004).

CRÍTICA DE LIBROS

GLORIA PATRICIA LOPERA MESA: El principio de proporcionalidad y los dilemas del
constitucionalismo.

RESEÑA BIBLIOGRÁFICA

Noticias de Libros.
Revista de Revistas.
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Sumario del año 9, núm. 20 (Enero-Abril 2005)

NOTA EDITORIAL

GIL CARLOS RODRÍGUEZ IGLESIAS: No existe contradicción entre la Constitución es-
pañola y la Constitución europea: la Declaración del Tribunal Constitucional.

ESTUDIOS

JUAN TERRADILLOS BASOCO: La Constitución para Europa: un reto político-criminal.
RAMÓN TORRENT MACAU: ¿Cómo gobernar aquello que se desconoce?: el caso de

la Comunidad Europea en tanto que Unión Económica y Monetaria.
ANTONIO SEGURA SERRANO: La primacía y el control de constitucionalidad del De-

recho comunitario en Francia.
CARMEN MARTÍENZ CAPDEVILA: El recurso de anulación, la cuestión prejudicial de

validez y la excepción de ilegalidad: ¿vías complementarias o alternativas?
ANTONIO LAZARI: La cross-fertilisation y la formación del paradigma comunitario

de responsabilidad del Estado: El “esquema de la crisis”.

NOTAS

TATSIANA USHAKOVA: La adhesión a la UE de un Chipre dividido: escenarios euro-
peo e internacional.

JOSÉ MANUEL SOBRINO HEREDIA, MARTA SOBRIDO PRIETO, BELÉN SÁNCHEZ RAMOS:
Crónica legislaqtiva (septiembre-diciembre 2004).

JURISPRUDENCIA

TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS

Crónica (septiembre-diciembre 2004), por FERNANDO CASTILLO DE LA TORRE.

BIBLIOGRAFÍA

RECENSIONES Y NOTICIAS DE LIBROS.
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Sumario del núm. 18 (Año 2004)

ESTUDIOS

ESTHER ARROYO I AMAYUELAS/DAVID BONDIA GARCÍA: ¿Interpretación de testamento
contraria a los derechos humanos? El caso “Pla & Puncernau vs. Andorra
(STEDH de 13 de julio de 2004).

JOSÉ MANUEL BUSTO LAGO: Ámbito de la competencia de los Tribunales Superiores
de Justicia en materia de Derecho civil: especialidades en la regulación auto-
nómica del recurso de casación en materia de Derecho civil propio de Galicia.
(A propósito de la STC 47/2004, de 25 de marzo).

M.ª VICTORIA CUARTERO RUBIO: Inmigración ilegal y justicia gratuita.

PILAR GUTIÉRREZ SANTIAGO: La problemática reinserción en su familia de origen del
menor acogido.

FRANCISCO PERTÍÑEZ VILCHES: El derecho de personación en el proceso matrimonial
del tercero propietario de la vivienda familiar. (Comentario a la STC 166/2003,
de 29 de septiembre).

FERNANDO REGLERO CAMPOS: La jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre el
baremo de valoración de daños de la LRCSCVM posterior a la sentencia
181/2000.

ÁNGEL SÁNCHEZ LEGIDO: El Tribunal Constitucional y la garantía interna de la
aplicación del Derecho comunitario en España. (A propósito de la STC 58/2004).
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Sumario del núm. 5 (Junio 2004)

VIII. ESTUDIOS

150 ANIVERSARIO ÁLVARO FLÓREZ ESTRADA

ROBERTO L. BLANCO VALDÉS: Álvaro Flórez Estrada, teórico de la revolución militar
gaditana.

IGNACIO FERNÁNDEZ SARASOLA: El pensamiento político-constitucional de Álvaro Flórez
Estrada a través de la prensa.

JOSÉ MARÍA PORTILLO: Los límites del pensamiento político liberal. Álvaro Flórez Estrada
y América.

JOAQUÍN VARELA SUANZES-CARPEGNA: Retrato de un Liberal de Izquierda: Álvaro Flórez
Estrada.

ESPAÑA E IBEROAMÉRICA

CLARA ÁLVAREZ ALFONSO: La legitimación del sistema. Legisladores, jueces y juristas en
España (1810-1873) (II).

BRAZ AUGUSTO A. BRANCATO: Pedro I do Brasil e IV de Portugal e constitucionalismo
ibérico.

CARMEN GARCÍA MONERRIS: La Nación y su dominio: el lugar de la Corona.
SIMONETA SCANDELLARI: Il «costituzionalismo storico» di León de Arroyal: una possible

lettura delle «Cartas económico-políticas»?
ARNO WEHLING: Ruptura e continuidade no Estado brasileiro, 1750-1850.

EUROPA

NOELIA GONZÁLEZ ADÁNEZ: La monarquía inglesa en la crisis del Antiguo Régimen: po-
lémicas e identidades políticas en la segunda mitad del siglo XVIII.

LUCIEN JAUME: Carl Schmitt, la politique de l’inimitié.
RAÚL PÉREZ JOHNSTON: Los aportes del derecho público medieval a la teoría del estado y

de la Constitución. Diálogo con Paolo Grossi.

VIII. NOTAS

JOAQUÍN VARELA SUANZES-CARPEGNA: De la revolución al moderantismo: la trayectoria
del Conde de Toreno.

VIII. ENTREVISTA

La Constitución entre la historia y el derecho. Entrevista a Ernst-Wolfgang Böckenförde,
por Benito Aláez Corral (edición bilingüe, alemán-español).

IIIV. RECENSIONES

IIIV. NOTICIAS

IIVI. TEXTO HISTÓRICO

IVII. NOVEDADES BIBLIOGRÁFICAS

VIII. REVISTA DE REVISTAS

HISTORIA CONSTITUCIONAL
URL: http://hc.rediris.es – E-mail: sarasola@correo.uniovi.es

Dirección Postal: Área de Derecho Constitucional, Departamento de Derecho Público,
Universidad de Oviedo, Campus de «El Cristo», s/n. 33006 OVIEDO

Fax  985 10 38 57 – Teléf. 985 10 38 48


